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SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).- La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración da la bienvenida a la Directora General del Instituto Técnico Forense, escribana Maris 
Rivoira, y al Director del Departamento de Medicina Forense, doctor Guido Berro. Nuestra intención 
es recabar su opinión sobre el proyecto de ley que nos ha enviado el Poder Ejecutivo sobre la creación 
del archivo de identificación criminal, tema que figura en cuarto término del orden del día. 


SEÑORA RIVOIRA.- Compartimos la exposición de motivos del proyecto de ley pero queremos 
plantear algunas salvedades. 


De crearse un archivo de identificación genética criminal, el banco de datos utilizaría elementos tan 
importantes como los que puede aportar la investigación científica y, por lo tanto, consideramos 
imprescindible que esté dentro del Poder Judicial, concretamente en el Instituto Técnico Forense, que es el 
organismo auxiliar de justicia del antedicho Poder. No entendemos por qué de crearse un archivo o un banco 
de identificación genética no se hace dentro del Instituto Técnico Forense, teniendo en cuenta que nosotros 
llevamos el registro de antecedentes en materia penal. Nosotros mantendríamos los mismos criterios que 
hemos seguido allí, de reserva e imparcialidad, teniendo en cuenta la privacidad de los derechos que están en 
juego. 


SEÑOR BERRO.- En el mismo sentido de lo que viene expresando la escribana Rivoira, quiero hacer 
un aporte desde el punto de vista conceptual, si se quiere médico o científico genético. 


En lo que refiere a la medicina legal de la etapa de investigación, siempre nos enseñaron el siguiente 
concepto: que no sean los mismos aquellos que elaboran la investigación que quienes después recurran al 
banco o al archivo; que estén en distintos institutos u organismo o que, por lo menos, sea una tarea 
compartida. Estoy hablando en términos generales. Quiere decir que quienes procesen un lugar del hecho, 
una investigación -ya hablando en términos más concretos- de un crimen, quienes estén trabajando con 
muestras, indicios y rastros y lleguen a un patrón -en este caso, a un perfil de ADN de determinados indicios 
recogidos-, tengan que recurrir a otro departamento, a otro instituto para comparar; es decir, que no sean ellos 
también quienes custodien y guarden los perfiles a comparar. Eso da mayores garantías. 


Pasa algo similar con las huellas digitales. La información se comparte y es chequeada por el Instituto 
Técnico Forense, la Policía Técnica e Identificación Civil. Un concepto general importante es que la 
información se pueda chequear por fuera de quien procesa la muestra. 


También hablando en este sentido genérico, el Banco Nacional de Órganos y Tejidos, que trabaja con ADN, 
que hace investigaciones de parternidad, es un organismo cuya dependencia es compartida por el Ministerio 
de Educación y Cultura, el Ministerio de Salud Pública y la Facultad de Medicina. En algún momento pensé 
qué rol podría tener el Banco Nacional de Órganos y Tejidos e inclusive la ley sobre autopsias y transplantes, 
la Ley N* 14.005, porque estamos trabajando con muestras genéticas. Además, tal vez el Ministerio de Salud 
Pública debería tener que ver con el control de calidad y la evaluación de ese laboratorio, de ese banco y de 
ese archivo. Esto es lo que puedo decir en términos muy generales en cuanto a bancos de tejidos o a 
determinadas muestras genéticas. 


Ya respondimos a una consulta de la señora Presidenta en carácter de profesor de la Cátedra de Medicina 
Legal. Obviamente, es muy difícil dividirse y venir aquí como integrante del Instituto Técnico Forense y 
después contestar una consulta en nombre de la Cátedra, pero la opinión de la Cátedra es totalmente 
coincidente con la del Instituto Técnico Forense como órgano del Poder Judicial. Inclusive, la Suprema Corte 
de Justicia podría opinar respecto a dónde debería estar este archivo. Como bien dice la Directora General, el 
Registro Nacional de Antecedentes Judiciales lo tiene el Poder Judicial y por algo es. 


SEÑORA RIVOIRA.- Creo que uno de los fundamentos muy importantes es lo que dice el doctor 
Berro en cuanto a que el órgano aprehensor no sea el mismo que el que mantiene el registro y los datos. 
Esa es una garantía más de transparencia para quien debe realizar la investigación, es decir, que sea el 
Poder Judicial el custodio, el guardián de datos tan importantes como los que se van a manejar en ese 
archivo de identificación genética. 


SEÑOR ORRICO.- Si entendí bien lo que dijeron nuestros amables invitados -a quienes agradezco su 
presencia-, cuando se habla de garantías se hace referencia a lo siguiente. Si concentro en un mismo 
lugar a quien toma la muestra y a quien la compara, tengo un solo estudio. Quien compara y quien 
efectúa la muestra es una unidad. Si tengo el archivo por un lado y la muestra por el otro, son personas 
distintas las que están comparando y existe una garantía mayor. Tenemos la misma discusión con 
respecto a los Jueces. ¿El mismo que procesa es quien debe hacer el sumario? El Juez que procesó con 
prisión buscará elementos para argumentar que ese procesamiento fue realizado correctamente. A 
nadie le gusta reconocer que se equivocó; eso es humano. 


Esa es una objeción técnica, que habla de garantías. 


SEÑOR BERRO.- Es así y voy a poner un ejemplo. Ayer de mañana se hicieron unas determinaciones 
de ADN en Policía Técnica y el Juez de Penal Ferreira nos pidió a tres forenses que estuviéramos 
presentes. ¿Qué fuimos a hacer ahí? Nada más que a estar presentes. Creo que el Juez quería las 
máximas garantías. Es un ejemplo colateral que no viene demasiado al caso, pero los Jueces necesitan 
garantías. 


Además, hay que tener en cuenta otra cosa y ya entramos en un aspecto científico. ¿Qué tipo de archivo 
habrá? En el artículo 1” se habla de perfil de ADN. La palabra "perfil" para el científico que está trabajando 
en ADN, el genetista, refiere al ADN no codificante, el que tiene nada más que información de identidad y no 
otra como, por ejemplo, si la persona desarrollara un tumor o determinadas patologías, información que en el 


futuro estará en la otra parte del ADN, el codificante. Pero esto también es variable en el tiempo de acuerdo 
con el avance del conocimiento científico. 


No estamos en contra del proyecto sino que venimos con el ánimo de mejorarlo. Habría que dejar bien claro 
qué se va a guardar en el archivo. ¿Solo perfiles? Es decir, lo que sería parecido a un código de barras. 
Estamos hablando de mayores garantías, de que no se va a conservar el resto del ADN para otros fines, de 
repente espurios según quien los utilice, discriminatorios o lo que sea. Entonces, me parece que debe quedar 
bien claro si se va a trabajar con ADN codificante o no codificante. 


SEÑOR ORRICO.- A nivel científico se puede establecer que determinada muestra de ADN es para un 
objetivo y no para otro. El problema es que se puede sancionar una ley, pero las cosas tienen su propia 
dinámica y podrían aparecer archivos que no estén permitidos. 


Comentaba afuera un caso con el doctor Berro y no tengo problema en repetirlo acá. Una vez hubo una 
pedrea en el Cerro y el Ministro del Interior del momento dijo a un diario que tenía una periodista que era 
prostituta. Más allá del hecho en sí, quedó claro que el Ministerio poseía un archivo de prostitutas que no 
tenía por qué tener. Mi pregunta es la siguiente. Yo tomo muestras de ADN y lo único que voy a establecer es 
la identidad. Ahora bien, ¿hay alguna forma de establecer que no se guarde el ADN y que no se haga lo que 
se quiera con él? 


El problema es que los organismos de seguridad de los Estados -no solo los de este sino de cualquiera- tienen 
su propia dinámica, que es distinta a la nuestra. 


SEÑOR BERRO.- Por eso, la escribana Rivoira decía que en lo conceptual, el mecanismo de mayor 
seguridad sería que este Archivo estuviera en manos del Poder Judicial. 


Por otro lado, desde el punto de vista científico, habría que establecer que se va a trabajar con el ADN no 
codificante. Esto quiere decir que una vez que estoy con partículas de ADN, con perfiles que solo hacen a la 
identidad, voy a descartar el resto. Se puede decir: ¿qué garantías hay de que se descarta? Bueno, por lo 
menos hay que establecerlo legalmente y en este proyecto no está. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Con relación a lo último de lo que se estaba hablando, más allá de que el 
Archivo esté en el Instituto Técnico Forense o en la Policía, y de que en la ley se establezca que se debe 
trabajar con el ADN no codificante, no me quedó claro qué seguridad puede haber de que el organismo 
que realizará esta tarea adquirirá los equipos que solamente seleccionan las partículas no codificantes 
del ADN. ¿Hay alguna reglamentación internacional al respecto? ¿Quiénes pueden adquirir esos 
equipos? ¿Se puede incluir en la ley algo en ese sentido? Al respecto no hemos podido averiguar nada. 


Por otra parte me ha quedado una curiosidad sobre algo que nos dijo la Policía Técnica y es que en el 
momento en que vino la primera donación para instalar el laboratorio, el Instituto Técnico Forense rechazó la 
oferta y por eso quedó en sus manos, en el Ministerio del Interior. De ahí en adelante se siguió capacitando a 
la gente, desarrollando los contactos internacionales, perfeccionando el laboratorio, etcétera. Esto introduce 
un grado de complejidad en el traslado hacia el Poder Judicial de todo lo acumulado hasta el momento. 


SEÑOR BERRO.- Me sorprende lo que acaba de decir la señora Presidenta porque no sabía que el 
Instituto Técnico Forense había rechazado esa propuesta. 


SEÑORA RIVOIRA.- Yo también lo desconocía. En realidad, siempre hemos luchado por contar con 
medios para aplicar correctamente lo que en muchos casos nos han obligado leyes como, por ejemplo, 
la de violencia doméstica y la de estupefacientes. Se nos han dado obligaciones pero el Poder Judicial 
no ha tenido los medios para aplicar la ley correctamente. 


Reitero que desconozco que el Poder Judicial haya rechazado una oferta de esa naturaleza. He consultado en 
forma verbal -dado la premura del caso- a la Corte, poniéndola en conocimiento de esta visita, y tengo la 
seguridad de que entiende que de existir un Archivo de Identificación Genética debe estar dentro del Poder 
Judicial. 


SEÑOR BERRO.- En cuanto a la primera pregunta de la señora Presidenta, la confiabilidad y la 
seguridad integran el concepto de control de calidad de los laboratorios. En términos teóricos y 
generales, esto funciona bien estableciendo dos tipos de controles: los internos, es decir que haya un 
perfecto organigrama con establecimiento de las distintas potestades, autoridades y accesos de los 
distintos integrantes del equipo y una serie de normas de control interno, y también lo que se llama 
auditorías externas o controles externos, que se pueden denominar laboratorios de referencia. 


En Estados Unidos, por ejemplo, existe el llamado Codix del FBI. En 1989, el Presidente Bill Clinton, ante la 
Comisión Nacional para el Futuro de la Prueba de ADN, se pronunció en contra de la extensión del Plan 
Codix Federal o proyecto del banco de datos de ADN, es decir, de que tuviera un alcance, tal como lo 
pretendía el FBL, para todo el territorio de Estados Unidos. O sea que todavía estaba en discusión este aspecto 
que la señora Presidenta me pregunta, es decir, cómo realizar el control. 


Por supuesto, se ha avanzado. Hay normas internacionales y sé que se ha avanzado mucho a nivel europeo. 
Los hermanos García Lorente, de España, que han trabajado mucho en este tema, han venido varias veces y 
han hecho simposios con la Policía Técnica. Hay organismos internacionales de control hematogenético o 
forense en Europa y en Estados Unidos. O sea que hay laboratorios de referencia que controlan la calidad del 
laboratorio nacional o del laboratorio de determinado lugar. Sobre todo controlan aspectos de calidad, de 
seguridad y de confiabilidad de los resultados. Es mucho más difícil controlar hasta dónde están trabajando, 
qué hacen con las muestras, cuánto tiempo las conservan, etcétera. 


La Comisión que formó el Presidente Clinton, lo que más cuestionó del Codix fue que se quisiera extender el 
Plan de Archivo de ADN a toda persona arrestada. Allí surgió el tema del consentimiento o la voluntariedad 
de quien da su muestra y de la orden del Juez. Esas críticas pueden ser extrapoladas a este proyecto, porque 
no vemos claro a quiénes se les va a sacar la muestra. En algunos artículos se habla de autor, coautor de 
determinados delitos y colaboradores. Yo soy médico pero he visto gente procesada por autoría, 
encubrimiento, etcétera, y no conozco que exista una figura penal llamada colaboración. No sé si no se quiere 
llegar a lo mismo que en el proyecto del FBI, que es para toda persona arrestada. Creo que habría que 
aclararlo bien. 


Tampoco encontré claramente el consentimiento; más bien que no está. En cuanto a la orden judicial, por allí 
se habla de una autorización del Juez, pero me parece que tampoco está del todo clara. 


El artículo 14 habla de la colaboración con el exterior por causas de interés general. Eso también es muy 
amplio y los controles sobre los que preguntaba la señora Presidenta parecen muy "flou". ¿Cómo se controla 
lo que se envía a otro país si de entrada se dice que se puede hacer por cualquier causa de interés general? 


SEÑOR BARRERA.- Quiero agradecer no solo la comparecencia de hoy sino también el 
pormenorizado informe que se remitiera a la Comisión. 


Concurrimos a la Dirección Nacional de Policía Técnica a los efectos de que nos dieran su punto de vista 
sobre la creación de este Archivo y en relación a dos temas básicos: su ubicación y la situación comparativa 
de dicha Dirección y el Instituto Técnico Forense. 


Quiero hacer algunas preguntas. ¿Cuál es la objeción que tienen de que el Archivo se encuentre en la 
Dirección Nacional de Policía Técnica, teniendo en cuenta que el laboratorio funciona allí desde hace 
muchos años, tienen la tecnología y la capacitación del personal lógicamente porque tienen la tecnología y no 
porque ustedes no estén en condiciones de formarse- y ha funcionado con éxito en el Uruguay en algunas 
situaciones? En el supuesto caso de que ustedes pudieran tener la tecnología y de que se les pudiera trasladar 
el conocimiento, ¿cómo se haría el proceso de transición hacia el Instituto Técnico Forense? 


Por otra parte, una de las cosas que nos decían en la Dirección Nacional de Policía Técnica es que este 
organismo funciona las 24 horas, los 365 días del año. ¿Cómo visualizan el funcionamiento del Archivo en el 
Instituto Técnico Forense? ¿Requeriría mayores recursos porque se tendrían que multiplicar las horas de 
labor? ¿No les parece que sería una forma de aumentar los gastos cuando está funcionando en un lugar y, 
aparentemente, no ha habido denuncias de irregularidades o de falta de garantías? 


Inclusive, se nos decía que habían conversado con ustedes a los efectos de aclararles qué parte del ADN se 
iba a utilizar, así que no habría ningún cuestionamiento en ese sentido. Ni siquiera es objeto de interés para la 
Policía Técnica trabajar con otra parte del ADN que no sea el no codificante. 


¿Les consta que hayan existido esas conversaciones con la Dirección Nacional de Policía Técnica y que se les 
haya explicado técnicamente la razón del uso del ADN no codificante? 


Estos son los temas sobre los que quisiera conocer su punto de vista. Lo demás, a quién se castiga, quién está 
dentro del tipo, quién es autor, quién es coautor, son cuestiones de política criminal y forma parte de una 
discusión sobre qué Derecho Penal queremos. Pero lo que pregunto, sí, es un tema netamente técnico que les 
compete. 


SEÑORA RIVOIRA.- En cuanto a los recursos que necesita el Poder Judicial, escapa a nuestra 
apreciación personal, porque es el Poder Judicial el que debe determinar si cuenta o no con los 
recursos necesarios. 


El Instituto Técnico Forense tiene un laboratorio montado y posee técnicos que podrían estar en condiciones 
de capacitarse. Si en este momento lo tiene el Ministerio del Interior, ¿por qué no lo puede tener el Instituto 
Técnico Forense, ya que concentra un número importante de técnicos que pueden ser utilizados, como es su 
función, como auxiliares de Justicia? Si la orden la impartirá el Juez y la administración de esos datos se hará 
por parte de la Justicia, sería importante que quien ayudara a determinar la prueba a aportar fuera el Poder 
Judicial. 


SEÑOR BERRO.- Quiero aclarar que el laboratorio que tiene el Instituto Técnico Forense es de 
química y toxicología y también hace determinadas identificaciones criminalísticas. No tiene el de ADN 
pero habría que darle los recursos como para que pudiera ampliar su laboratorio en ese sentido. 
Inclusive, en el plano más teórico, ¿por qué no podría existir la posibilidad de trasladar al Poder 
Judicial cosas que ya están en otras dependencias en el Estado?. En otros países existe la policía 
judicial, pero esa es otra discusión. 


Por otra parte, es cierto que la Policía Técnica -por lo menos así me lo han manifestado- siempre ha trabajado 
en el aspecto identificatorio y con perfiles, es decir, con la parte no codificante del ADN o hasta ahora no 
conocida: para qué sirve y es que solo sirve para la identificación de una persona, porque ello no se comparte 
con ninguna otra. Pero no sabemos qué otro tipo de información tiene más que esa; por ahora es así, porque 
esto es muy interesante desde el punto de vista de la ignorancia científica. Del ADN no sabemos todo. Existe 
una parte a la que algunos, con petulancia científica, llaman chatarra y es la que sirve para identificar. Es 
llamada así por quienes buscan si es la que codifica la enzima tal o cual o tal proteína y como no encuentran 
que codifique nada, la llaman no codificante o chatarra y sirve para el aspecto forense: la identificación. 


Es cierto que Policía Técnica siempre ha manejado esta parte del ADN, pero la posibilidad de trabajar con la 
otra parte existe. No lo hacen ni lo harán, pero existe. Si ellos han enfatizado y aclarado que solo trabajan con 
ADN no codificante, ¿por qué no se puso claramente en el proyecto de ley? 


SEÑOR BARRERA.- Están dispuestos a que lo modifiquemos. 


SEÑOR BERRO.- Poniendo no codificante, quedaría salvado el aspecto en cuanto a esclarecer con qué 
parte se va a trabajar, pero habría que determinar qué se va a hacer con la otra parte del ADN. Si solo 
se hacen perfiles, ¿cuánto tiempo se van a conservar las muestras? 


Jack Straw, el actual Ministro del Interior británico, neto impulsor de introducir sustanciales modificaciones 
en las prácticas policiales en Gran Bretaña, en lo relativo a la obtención y conservación indefinida de 
muestras de ADN ha ofrecido la garantía adicional de que cuando la muestra proviene de alguien que la 
ofrece como parte de un proceso de eliminación de sospechosos de una investigación criminal -sería el caso 
de guardar en los bancos-, la conservación policial solo sería posible si existiera el consentimiento expreso 
del donante. Es decir, si no hay consentimiento, se tira. Solo puede decir el donante: "Guarden mi ADN el 
tiempo que quieran" o "Guarden mi ADN y pregúntenme una vez al año si lo pueden conservar". 


Aquí entra el tema del consentimiento. Yo quiero que en el banco tengan nada más que mi perfil 
identificatorio, que es asimilable a la huella digital. Esta ni siquiera requiere el consentimiento; se toma 
cuando se nace pero la huella digital no tiene otra información. Entonces, si me aseguran que de mi ADN van 
a guardar solo la parte identificatoria, ¡muy bien!, pero para guardar el resto, que pidan mi consentimiento o 
lo tiren. Eso dijo el actual Ministro del Interior de Gran Bretaña. 


SEÑOR ORRICO.- Supongo que la experiencia con ADN más numerosa que hay en Uruguay es la que 
tiene que ver con la investigación de paternidad e, inclusive, de maternidad. Por ejemplo, yo estoy en 
una investigación de paternidad y como parte de la prueba solicito que se haga un análisis de ADN. El 
Juez la autoriza y la contraparte acepta donar. ¿Cómo es el proceso que se da hoy en Uruguay para 
realizar esta prueba? ¿Quién lo hace? ¿Cómo se hace? ¿Qué garantías existen? 


SEÑOR BERRO.- Hay distintas posibilidades. Una es que las partes se pongan de acuerdo en hacerlo 
en un laboratorio privado. Por ejemplo, hay uno a cargo del doctor Quadrelli en el Hospital Italiano y 
otro a cargo del doctor Azambuja, que es el Laboratorio Genia. Hay otros más, inclusive, en alguna 
institución de asistencia médica. En estos casos la prueba puede hacerse a sola voluntad de las partes y 
en etapa prejudicial. Cualquiera puede ir en acuerdo con su ex pareja a ver si es o no el padre de su 
hijo y hacer la prueba en forma particular. 


A nivel judicial también se puede hacer en estos laboratorios privados pero la gran mayoría de las pruebas se 
hacen en el Banco Nacional de Órganos y Tejidos. Antes se hacía una caracterización identificatoria que era 
el sistema HLA -histocompatibilidad-, pero hace unos años que se ha incorporado el ADN. Extrae las 
muestras, las procesa pero no sé cuánto tiempo las conserva. Eso se podría consultar a la doctora Inés 
Álvarez, actual Directora del Banco, que está muy interesada en el tema a raíz de un ateneo que hicimos en la 
Cátedra de Medicina Legal. La invitamos y tanto ella como la doctora Bengoechea, que también trabaja en el 
Banco, quedaron muy enganchadas con el archivo de ADN, porque también les comprende en cuanto a que 
ellos trabajan con ADN. 


Si este asunto fuera solo identificatorio, solo policial y no médico, si no estuviera en juego ningún otro tipo 
de información, ¿por qué el proyecto también está firmado por el señor Ministro de Salud Pública? O sea que 
acá está en juego la salud pública, pero esa es una pregunta que me hago yo y un poco atrevidamente la 
traslado. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- De la argumentación que han dado nuestros distinguidos visitantes 
a quien mucho agradecemos su participación por enriquecernos con sus conocimientos, me queda 
como elemento importante la pregunta sobre quién debe tener este archivo, si quien investiga y detiene 
o quien juzga. De eso se trata el tema. Lo otro, quién ayuda o quién no ayuda, me parece -lo digo con 
toda sinceridad- indiferente, porque con ese criterio no podríamos tener policías, porque quien 
investiga siempre es la Policía. Lo que nos compete como legisladores es en qué etapa debe estar este 
análisis y el archivo posterior: si en la etapa del Poder que investiga y detiene o en la del que juzga. 


En este sentido, quiero hacer dos o tres preguntas concretas, abusando de la generosidad de nuestros 
visitantes. ¿Qué antecedentes internacionales conocen sobre los archivos de ADN? ¿Quién tiene a su cargo en 
los diferentes países los archivos de ADN? 


Por otra parte, ¿hoy el Instituto Técnico Forense tiene la infraestructura para realizar las tareas a que hace 
referencia este proyecto? En caso negativo, ¿cuánto tiempo necesitaría para organizar un laboratorio, aun 
teniendo recursos? 


Por último, voy a hacer una pregunta relacionada con otra del señor Diputado Orrico. En la actualidad, los 
análisis de ADN que se mandan hacer cuando interviene la Defensoría de Oficio van al laboratorio del 
Hospital de Clínicas y la demora es de un año. ¿Ustedes entienden que esa situación cambiaría radicalmente 
en caso de tener una infraestructura distinta? 


SEÑOR BERRO.- Voy a responder algunas interrogantes y otras se las voy a dejar a la Directora del 
Instituto. 


En cuanto a qué ocurre en otros países, en España, en el lugar que visitamos que desarrolla investigación 
médico legal y forense vimos superposición de servicios. Existe una policía científica, que tiene laboratorios 
de ADN, pero también existen institutos médicos legales que hacen ADN. Unos dependen de la Policía y 
otros del Poder Judicial. Inclusive, hay superposición en otros laboratorios en lo que hace a drogas y a 
balística, o son compartidos. A mi modesto entender, no es la situación ideal para nosotros. En otras áreas de 
la salud sucede, por ejemplo, que hay varios tomógrafos en la zona aledaña al Obelisco; no es la situación 
ideal. Creo que un país que tiene pocos recursos debe administrarlos mejor. Entonces, hay que buscar dónde 
podría estar mejor este laboratorio. Si hay que mudarlo o hacer otro distinto, eso se verá; parece que primero 
habría que discutir dónde debe estar ubicado. 


En Estados Unidos lo tiene el FBI, pero el sistema judicial de dicho país no es extrapolable al nuestro. En 
Francia lo tiene el Poder Judicial, pero a través de la policía judicial, que depende del Juez. También es 
distinto. 


La pregunta de qué tiene el Instituto Técnico Forense, se la dejo a la Directora, pero me parece que habría 
que montar todo. Podrá haber algún local; inclusive hay uno contiguo a los servicios periciales, el laboratorio 
y la morgue, que ha sido adquirido hace muchos años y que no está siendo usado. Pero, realmente, el 
Instituto Técnico Forense no tiene lo que pregunta el señor Diputado Fernández Chaves. 


No entendí muy bien la pregunta sobre el plazo de los análisis, pero de paso contesto una pregunta del señor 
Diputado Barrera acerca de la rapidez de la Policía Técnica en comparación con la lentitud judicial o del 
Instituto Técnico Forense. Si a toda persona procesada se le toma una muestra y con eso se va haciendo un 
archivo, no hay demora, porque basta que se tenga la muestra recogida en un hecho criminal y se pida la 
comparación con lo que hay en el archivo. En ese caso no hay demora de un año ni de días; es una 
comparación inmediata, porque es sacar del archivo lo que ya está guardado para compararlo con la muestra 
dubitada, digamos, la muestra sospechosa. Eso es rápido. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Ellos señalaban que la Policía Técnica trabaja todo el fin de semana, lo que 
sería difícil en el caso del Instituto Técnico Forense. 


SEÑOR BERRO.- Los médicos forenses también trabajan los 365 días del año en turnos; habría que 
instrumentar también los turnos de laboratorio. Es cierto que los fines de semana a veces hay alguna 
dificultad con el laboratorio de toxicología, pero eso es algo a instrumentar. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Yo me refería a lo que sucede en la práctica. Usted relató con 
exactitud que existe una serie de servicios privados a los que se recurre privadamente en materia 
judicial para hacer análisis de ADN. Esos tienen una determinada organización, pero en los casos en 
que hay que recurrir al Instituto de Histopatología, si no me equivoco... 

SEÑOR BERRO.- Al Banco Nacional de Órganos y Tejidos. 

SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Si no me equivoco, los análisis se mandan al Hospital de Clínicas. 


SEÑOR BERRO.- Pero es una dependencia del Banco. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Perfecto. 


Puedo asegurar -lo acabo de confirmar telefónicamente- que la demora mínima actualmente es de un año. Esa 
situación es realmente gravosa, más allá del otro problema de fondo que planteé al principio de mi 
intervención y que es lo que tendremos que laudar cuando terminemos de preparar esta norma. Me parece 
que en este momento hay un problema práctico muy grave. El hecho de que se demore más de un año torna 
muy difícil la solución desde el punto de vista práctico. Como dijo el señor Diputado Orrico, la mayoría 
somos abogados y siempre tendemos a buscar la competencia del Poder Judicial en estos temas, pero a veces 
hay problemas prácticos tan graves que la solución debe buscarse por otros medios. 


SEÑORA RIVOIRA.- Con respecto a los exámenes de ADN para investigación de paternidad, cuando 
no se hacen en la esfera privada y en los casos de auxiliatoria de pobreza o porque no se cuenta con 
medios -es al caso que el señor Diputado refiere-, se están haciendo en el Banco de Órganos y Tejidos. 
Cada examen que se realiza tiene un costo muy importante y, lamentablemente, la demora se debe a la 
falta de recursos del Poder Judicial, que no ha podido cubrir los gastos correspondientes. 
Precisamente, el Instituto Técnico Forense hace el contralor de esa cantidad de expedientes que pasan 
al Banco de Órganos y Tejidos -que son muchos, solicitando las pruebas de ADN. 


Lamentablemente, sí, se está dando una situación muy caótica por el motivo que estoy explicando, que es la 
falta de recursos; no por otras razones. 


SEÑOR BERRO.- No pongo en duda que es por eso. No hay una explicación técnico científica para esa 
demora; únicamente que no pudieran tener reactivos, pero eso no sucede. O sea que la explicación 
tiene que ser la que dio la escribana Rivoira. 


En cuanto a la necesidad del archivo de ADN para la investigación de determinado hecho criminal, hoy por 
hoy ya se usa la tecnología ADN. Que quede claro que hay muchos crímenes que se han aclarado utilizando 
todo lo que ha visto el señor Diputado Barrera y que nosotros también conocemos. Es más: ayer estuvimos 
allí y sabemos que se ha ampliado. El año pasado se inauguró una parte nueva. Inclusive, esta tecnología se 
ha aplicando en restos óseos para identificar a desaparecidos, etcétera. O sea que la metodología o la 
tecnología ADN está en funcionamiento. 


Más que de la necesidad del banco yo hablaría de su utilidad. Por ejemplo, en el caso de una violación, con 
un hisopo se recoge una muestra de semen de la víctima, se procesa y se obtiene el ADN del autor o 
sospechoso de ese delito. Si no tenemos banco, estamos a la búsqueda del ADN de quienes se aprehendan 
como sospechosos. Si tenemos banco podemos ampliarla a quienes son autores de delitos sexuales o a todo el 
banco, buscando los perfiles identificatorios de los hombres. 


Otra cosa es que el proyecto no dice a partir de qué edad se guarda el ADN, por ejemplo, si se guardará el 
ADN de menores infractores. 


La gran utilidad del banco es que permite esclarecer determinados hechos criminales ampliando la búsqueda, 
pero reitero que ya se han aclarado muchos crímenes utilizando esta metodología. 


Volvemos a lo anterior. Si Policía Técnica trabaja en ADN y lo hace en forma excelente y ha aclarado a través 
de su metodología los crímenes tal como lo hemos sabido, el archivo es de utilidad para una mejor búsqueda 
de posibles autores y para guardar el ADN de posibles futuros implicados en nuevos delitos. Pero ese archivo 
lo pueden tener ellos o no, y por los conceptos vertidos aquí, sería una garantía mayor que lo tuviera el Poder 
Judicial. No se trata de quitarles la investigación ni la metodología ADN con la cual trabajan y ya han hecho 
excelentes búsquedas, sino de discutir dónde se van a guardar los perfiles. 


SEÑOR MICHELINI.- Antes que nada, quiero agradecer la visita de la escribana Rivoira y del doctor 
Berro. 


Creo que, independientemente de quién esté a cargo del laboratorio, el debate está en cómo clarificamos 
algunos problemas que padece este proyecto sobre el ADN y la sociedad uruguaya en relación con los 
archivos en general. Tenemos serios problemas con la utilización de bancos de datos en una sociedad 
pequeña. Para la tecnología informática actual, un millón de personas activas no es una masa grande pero, 
lamentablemente, como Parlamento no hemos podido avanzar para acotar, poner garantías, etcétera. 


Este archivo tiene otra cosa y es que está vinculado a un tema que la sociedad uruguaya no ha podido 
resolver ni tan siquiera discutir, que es la importancia de la profesión médica en nuestra sociedad y de un 
conocimiento de tremenda diferencia con el del ciudadano común, que es ese conocimiento científico tan 
especializado, que afecta cosas muy íntimas, pasando por la reproducción asistida, las enfermedades, 
etcétera. A mí me hubiera sorprendido que no estuviera la firma del Ministro de Salud Pública en un proyecto 
de esta naturaleza. 


Si queremos sacar un proyecto bueno tendremos que trabajar mucho para rodearlo de las garantías que 
requiere, desde quién da la orden para una prueba tan sencilla como la del hisopo que hace a la privacidad de 
la gente, a su honor, etcétera -precisamente, el problema de la sociedad moderna es que ha hecho muy 
vulnerable al individuo como tal con cosas muy sencillas, en principio inofensivas-, hasta si se da o no el 
consentimiento. 


Acá el debate se ha centrado en otro tema, que es a cargo de quién debe estar el Archivo. La verdad es que 
tengo sentimientos contradictorios con respecto a la Policía Técnica y al Instituto Técnico Forense, porque a 
ambos les veo fortalezas y debilidades. En la visita que hicimos al laboratorio de la Policía Técnica escuché 
un argumento que me pareció, por lo menos, de efecto. Está bien, si asumimos que la sociedad uruguaya no 
puede tener cuarenta laboratorios ni cuarenta archivos, etcétera, y que hay que tratar de ordenar los recursos, 
plantear que el Instituto Técnico Forense asuma el Archivo, es casi como establecer que la Policía debe hacer 
autopsias con valor de investigación, algo que hacen nada más que los médicos forenses en el marco del 
Instituto Técnico Forense y de la Cátedra de Medicina Forense de la Facultad de Medicina. Es como si 
alguien reclamara el archivo de las huellas dactilares, que está a cargo de la Dirección Nacional de 
Identificación Civil. La pretensión bien intencionada, sin duda, del Instituto Técnico Forense -nos decían- es 
como si se quisiera modificar esas dos situaciones. 


Tal vez no sea de los argumentos conceptuales más fuertes, pero es efectista y me gustaría que los visitantes 
hicieran algún comentario al respecto, en particular sobre el tema de las huellas dactilares que el Instituto 
Técnico Forense guarda de alguna forma. Todo lo demás que rodea el proyecto habrá que mirarlo yo diría 
que hasta con análisis de ADN, para que sea respetuoso de las normas que hacen a la dignidad humana. 


SEÑOR BERRO.- Reitero lo que ya dije. Por algo el Juez pidió ayer a tres forenses que estuvieran en 
el laboratorio. No es que desconfíe del laboratorio sino que busca la máxima garantía para todos. El 
tiene sus asesores naturales que son sus funcionarios dependientes del Poder Judicial. 


Entonces, bien, está ese laboratorio funcionando perfectamente. Es confiable, es seguro. Entiendo lo que la 
Policía les trasmitió y lo que dice ahora el señor Diputado Michelini: ¿cómo desarmar eso y pasarlo a otro 
organismo? Pero, en pos de ese ideal quizás no alcanzable totalmente, se deberían buscar instrumentos para 
que el archivo estuviera bajo algún tipo de responsabilidad o custodia judicial. 


SEÑOR DÍAZ MAYNARD.- Me parece útil la visita. Luché para que se hiciera efectiva y así tener un 
aporte valioso. 


Me quedan algunas dudas; en realidad, todo me resulta dudoso. En primer lugar, la ubicación tiene que ver 
con la ubicación de la Policía en general. Nosotros fuimos partidarios de la Policía Judicial y, al respecto, 
presentamos un proyecto que ya es añejo y que, por supuesto, falleció sin mayor gloria. Es verdad que si no 
tuviéramos ese fantasma que, de alguna manera, nos recorre a todos con respecto a dónde ubicar a la Policía 
Judicial si existiera, esta discusión prácticamente hubiera sido inútil. El tema es qué hacemos con la Policía 
Judicial; la otra la dejamos para otra Comisión o para otra oportunidad. Ese es el gran tema que este 
Parlamento no ha resuelto y que creo que no tiene ninguna gana de resolver, y de alguna manera es el motivo 
de esta comparecencia un poco a contrapelo, porque todos nos sentimos un poco incómodos respecto a este 
asunto. 


También hay una cuestión de eficacia. Es evidente que el Instituto Técnico Forense hoy no está en 
condiciones de asumir el laboratorio que tiene la Policía Técnica. Uno va allí y parece que estuviera en otro 
país; es realmente excepcional. En cambio, cuando uno ve cuál es el funcionamiento del Poder Judicial se da 
cuenta de que está en el mundo subdesarrollado. Ese es el gran tema. ¿Cuál es la eficacia posible? ¿Estamos 
en condiciones de decir qué es lo mejor? Evidentemente que no, porque lo mejor sería una Policía Judicial 
con la técnica que estamos seguros que existe en el país, pero no tenemos recursos. Estamos ante un 
problema de derechos, de garantías y de eficacia. Eso es lo que tenemos que analizar. Con este sistema, con 
esta ubicación institucional, con estos recursos -vamos a no hacernos ilusiones, será muy difícil cambiarlos-, 
¿podemos tener una Policía respetuosa de los derechos y, al mismo tiempo, eficaz? Ese es el gran tema que 
debemos plantearnos; si no, estamos haciendo literatura y no derecho. 


SEÑOR BERRO.- Para nada nos oponemos a la creación del archivo de ADN; lo aclaro porque me 
parece que alguien interpretó lo contrario. Estamos con el avance científico y, por supuesto, de la 
ciencia forense a la que nos dedicamos. De todos modos, pensamos que el anteproyecto que se nos hizo 
llegar puede y debe ser mejorado en algunos de los aspectos sobre los que hemos conversado. 


En cuanto a la situación de dependencia, pensamos que lo ideal es el Poder Judicial y, concretamente, el 
Instituto Técnico Forense. Si es posible o no, ustedes lo verán. Se me ocurre -por eso lo mencioné- un 
organismo de tipo híbrido, que quizás no sea posible. Existe, por ejemplo, el Banco Nacional de Órganos y 
Tejidos, que tiene contralores de Salud Pública, del Ministerio de Educación y Cultura y de la Facultad de 
Medicina. Nosotros opinamos que un instituto de este tipo debería estar en el Poder Judicial o en el Instituto 
Técnico Forense; se verá si ello es posible o no. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la visita de la escribana Maris Rivoira y del doctor Guido, 
porque nos han dejado un material de trabajo que será de importante ayuda para encarar este desafío 
que tenemos. 


(Se retiran de Sala los representantes del Instituto Técnico Forense) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


